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El artículo 41 de la LGT regula la responsabilidad tributaria estableciendo que la 
Ley podrá designar responsables solidarios o subsidiarios de la deuda tributaria a otras 
personas, que responden junto al deudor principal. La designación de un responsable 
pone a disposición de la Administración un nuevo patrimonio contra el que dirigirse 
para el cobro de la deuda tributaria. Como afirma GuERRA REGUERA3, "lo primero, lo 
más originario y esencial de la figura que analizamos, es el establecimiento de la garantía, 
su dimensión cautelar, la búsqueda de un segundo patrimonio sujeto al cumplimiento 
de la obligación tributaria''. Ahora bien, la responsabilidad tributaria no constituye en 
sí misma una medida cautelar que asegure el cobro de la deuda tributaria, sino que 
cumple una función de garantía. La responsabilidad es una garantía personal del crédito 
tributario que fortalece la posición acreedora de la Administración4• 
La derivación de la acción de responsabilidad para exigir el pago de la deuda a 
otros sujetos distintos del deudor principal exige un acto administrativo en el que, previa 
audiencia al interesado, se declare la responsabilidad y se determine su alcance. Con an-
terioridad a dicha declaración, indica el artículo 41.5 de la LGT que "la Administración 
Esta comunicación se enmarca en el Proyecto de investigación del Ministerio de Economía y Com-
petitividad titulado "La Administración tributaria en los procedimientos concursales: régimen jurí-
dico de los créditos tributarios e implicaciones para la Hacienda Pública'' (DER2012-33457). 
2 Universidad de Alicante. 
3 GUERRA REGUERA, Manuel. Garantfas personales del crédito tributario, Ed. Comares, Granada, 
1997, p. 256. 
4 Esta afirmación ha sido sostenida por diversos autores, entre otros, CALVO ÜRTEGA, Rafael. "La res-
ponsabilidad tributaria por actos ilícitos", Hacienda Pública Española, núm. 5, 1970, pp., 38 y 39; 
RoDRÍGUEZ BEREIJO, Álvaro. "Las garantías del crédito tributario", CREDF, núm. 30, 1981, p. 185 
y siguientes; y BAYONA DE PEROGORDO, Juan José y SoLER RocH, M. Teresa. Derecho Financiero, 
volumen Il, Ed. Compás, Alicante, 1989, p. 102. 
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competente podrd adoptar medidas cautelares del artículo 81 de esta Ley y realizar actua-
ciones de investigación con las facultades previstas en los artículos 142 y 162 de esta Ley", 
contemplando expresamente la posibilidad de adoptar medidas cautelares sobre los res-
ponsables, aún con anterioridad al acto administrativo de derivación de responsabilidad. 
La remisión realizada por el legislador al artículo 81 de la LGT, que regula con 
carácter general las medidas cautelares que aseguran el cobro de la deuda, permite en-
tender que las medidas que con una finalidad cautelar pueden ser adoptadas sobre el 
responsable tributario deben adaptarse a lo dispuesto en este precepto, en relación con 
sus requisitos, clases, procedimiento y límites. No obstante, la adopción de medidas 
cautelares sobre una persona distinta del deudor principal presenta ciertas particularida-
des que pueden resultar interesantes desde un punto de vista teórico y práctico, siendo 
dichas cuestiones las que constituyen el objeto de la presente comunicación. 
Las medidas cautelares que aseguran el cobro de la deuda tributaria a las que se 
refiere el artículo 81 de la LGT tienen un carácter provisional, y pueden ser adoptadas 
por la Administración cuando existan indicios racionales de que, en otro caso, el cobro 
se vería frustrado o gravemente dificultado. No define la Ley la posición subjetiva en 
las medidas cautelares, señalando de una forma muy general a la Administración tribu-
taria como órgano encargado de su adopción, y al deudor tributario como sujeto que 
puede verse afectado por la adopción de una medida cautelar. Esta concepción amplia 
del sujeto pasivo de las medidas cautelares nos permite afirmar que estas medidas no 
solo afectarán a los deudores principales de la obligación tributaria, sino que también 
pueden alcanzar a todos aquellos sujetos a los que la Administración tributaria puede 
exigir el importe de la deuda tributaria. Ahora bien, la adopción de medidas cautelares 
sobre el responsable tributario exige la concurrencia en dicha persona del requisito del 
"periculum in mora" o riesgo de morosidad o incumplimiento, esto es, exige la existencia 
de indicios racionales acerca de que, en caso de no adoptarse dichas medidas sobre el 
responsable, el cobro de la deuda se vería frustrado o gravemente dificultado5, debien-
do ser estos indicios suficientemente acreditados por la Administración en el acto de 
adopción de la medida cautelar de que se traté. Hemos de advertir que la concurrencia 
del presupuesto del ''periculum in mora" en la figura del responsable tributario presenta 
consecuencias importantes en relación con el momento idóneo para la adopción de la 
medida cautelar. 
Sobre el procedimiento para la adopción de las medidas cautelares que aseguran el 
importe de la deuda tributaria, el artículo 81.5 de la LGT indica que ''podrdn adoptarse 
durante la tramitación de los procedimientos de aplicación de los tributos desde el momento 
en que la Administración tributaria actuante pueda acreditar de forma motivada y suficiente 
la concurrencia de los presupuestos establecidos en el apartado 1 y el cumplimiento de los lí-
5 FALCÓN Y TELLA, Ram6n. "Los responsables en la nueva Ley General Tributaria", Impuestos, núm. 
15-16, 2003, pp. 11 y 12. 
6 LAMocA ARENILLAS, Álvaro. Manual de Responsabilidad tributaria, Ed. Aranzadi, Navarra, 2013, 
PP· 76 y 77. 
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mites señalados en el apartado 3". Los términos en los que se expresa la Ley en este punto 
ponen de manifiesto dos cuestiones procedimental es importantes en orden a la adopción 
de una medida cautelar: por un lado, el hecho de que las medidas cautelares no pueden 
ser adoptadas antes de la iniciación de los procedimientos de aplicación de los tributos, 
y por otro lado, la idea de que no es condición necesaria para la adopción de una medida 
cautelar que la deuda tributaria objeto de aseguramiento esté liquidada o autoliquidada. 
En este sentido, resulta interesante determinar el momento oportuno para la 
adopción de las medidas cautelares sobre el responsable tributario, puesto que de acuer-
do con el artículo 41.5 de la LGT, las medidas cautelares pueden ser adoptadas incluso 
antes de la notificación del acto administrativo de derivación de responsabilidad. Así 
pues, en el caso de aquellos sujetos que resultan obligados por falta de pago del deudor 
principal, es importante precisar el momento en el que adquieren la condición de deu-
dores, que exige el artículo 81 de la LGT para convertirse en sujetos afectados por una 
medida cautelar que asegure del crédito tributario. 
La cuestión radica en determinar si para poder adoptar medidas cautelares sobre 
un responsable tributario basta con que dicho sujeto haya realizado el presupuesto de 
hecho legalmente establecido, o bien es necesario que haya adquirido la condición de 
sujeto responsable de un modo formal, es decir que le haya sido notificado el acto de 
derivación de responsabilidad. Esta duda enlaza con una distinción tradicional entre el 
momento de nacimiento de la obligación del responsable tributario y el momento de 
la exigibilidad de la deuda tributaria en el caso de que el deudor principal no pague. 
A nuestro entender, hay que diferenciar entre el nacimiento de la obligación del res-
ponsable, que se produce cuando realiza el presupuesto de hecho previsto en la Ley, y 
la exigibilidad de la obligación al responsable tributario, que reclama la declaración de 
responsabilidad y la notificación del acto correspondiente a este sujeto7• 
De acuerdo con esta distinción, cuando el artículo 41.5 de la LGT indica que las 
medidas cautelares pueden adoptarse frente al responsable tributario con anterioridad a 
la declaración de responsabilidad, no puede entenderse que se estén adoptando medidas 
cautelares sobre un tercero ajeno a la deuda tributaria, puesto que la Ley ha atribuido 
la responsabilidad a la persona que realiza el presupuesto de hecho que le confiere la 
condición de responsable solidario o subsidiario. Desde ese momento dicho sujeto se 
convierte en obligado tributario y responde con su patrimonio de la deuda tributaria, 
es decir, su obligación ya ha nacido, si bien no es exigible hasta que le sea notificado el 
acto administrativo de derivación de responsabilidad8• Por ello, retrasar la posibilidad de 
adopción de medidas cautelares a un momento posterior a la notificación de la declara-
7 MAzoRRA MANRIQUE DE LARA. Sonsoles. "La obligaci6n de los responsables tributarios en el Re-
glamento General de Recaudaci6n: nacimiento y exigibilidad", Crónica Tributaria, núm. 62, 1992, 
pp. 78 y 79. 
8 En este sentido, la RTEAC de 13 de marzo de 1998 indica que "El acto de adopción de medidas cau-
telares, como su propia designación indica ... es un acto cautelar y presuntivo que no viene condicionado 
mds que, de una parte, a que los sujetos sometidos a él tengan la posibilidad de ser declarados responsa-
bles ... y de otra que existan indicios suficientes para apreciar aquella conducta elusiva". 
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ción de responsabilidad podría plantear importantes problemas prácticos, ya que desde 
que el sujeto conoce la posibilidad de resultar obligado al pago de la deuda tributaria 
hasta que dicha obligación se declare formalmente será fácil que haya dispuesto de su 
patrimonio en perjuicio de la Hacienda Pública9• 
En definitiva, la adopción de medidas cautelares en un momento anterior a la 
declaración formal de responsabilidad garantiza el cumplimiento de la obligación del 
responsable, que ya ha nacido, pero que todavía no puede ser exigida, al igual que el ar-
tículo 81 de la LGT establece la posibilidad de adoptar medidas cautelares sobre el sujeto 
pasivo, que ha realizado el hecho imponible que origina el nacimiento de la obligación 
tributaria, aunque ésta no es exigible porque no ha sido realizada la correspondiente 
liquidación o autoliquidación tributaria10• 
No obstante, justificada la conveniencia de adoptar las medidas cautelares sobre 
el responsable tributario antes de la notificación del acto administrativo de responsabili-
dad, se plantea la duda acerca del momento a partir de cual la Administración tributaria 
puede llevar a cabo la adopción de las mismas, ante la imprecisión de la Ley en este 
punto. El artículo 41.5 de la LGT indica que las medidas cautelares del artículo 81 
pueden ser adoptadas con anterioridad a la declaración de responsabilidad, que ha de 
formalizarse en un acto administrativo de conformidad con el procedimiento estableci-
do legalmente. La cuestión que puede tener una trascendencia práctica relevante consis-
te en concretar si la adopción de las medidas cautelares exige que el procedimiento de 
derivación de responsabilidad regulado en los artículos 17 4 a 17 6 de la LGT haya sido 
iniciado por la Administración tributaria. 
Para determinar el momento idóneo para la adopción de estas medidas cau-
telares debemos referirnos de nuevo al artículo 81.5 de la LGT que, como regulación 
general de las medidas cautelares que aseguran el cobro de la deuda, indica que éstas po-
drán adoptarse "durante la tramitación de los procedimientos de aplicación de los tributos", 
por lo que podemos entender que cuando las medidas cautelares afectan al responsable 
tributario es necesario que el procedimiento de derivación de responsabilidad haya sido 
iniciado, y la Administración pueda acreditar motivadamente la existencia de indicios 
suficientes de que el pago que ha de realizar el responsable puede verse frustrado o gra-
vemente dificultado 11 • 
9 GARCÍA PALACIOS, Jacobo. "El nuevo régimen de las medidas cautelares", Estudios sobre la nueva Ley 
General Tributaria, MEH-IEF, Madrid, 2004, op. cit., pp. 678. En sentido contrario, CoRCUERA 
ToRRES, Amable. Las medid4s cautelares que aseguran el cobro de la deuda tributaria, Ed. Marcial 
Pons-IEF, 1998, p. 93. 
10 Véase en este punto MAzoRRA MANRIQUE DE LARA, Sonsoles. "La obligación de los responsables 
tributarios ... ", op. cit., p. 79. DE LA HucHA CELADOR, Fernando. Entiende sin embargo que la 
imposición de medidas cautelares a una persona que todavía no ha sido formalmente declarada 
como responsable infringe el principio de seguridad jurídica, ''Algunas consideraciones sobre la res-
ponsabilidad tributaria en el Reglamento General de Recaudación de 1990: II. La responsabilidad 
subsidiaria'', Crónica Tributaria, núm. 63, 1992, p. 64. 
11 En este sentido, LoZANO SERRANO, Carmelo. "El procedimiento de derivación de responsabilidad", 
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Así pues, si la Administración tributaria pretende adoptar una medida de asegura-
miento sobre el patrimonio del responsable tributario, para salvar el requisito del "fumus 
boni iuris" o apariencia de buen derecho, será necesario que previa o simultáneamente a 
la adopción de la medida cautelar haya comunicado al presunto responsable el inicio del 
procedimiento de derivación de responsabilidad en el que se determine formalmente la 
misma y se concrete su alcance12 . Como indica MARTÍN }IMÉNEZ13, "un momento acer-
tado para la adopción de estas medidas debe coincidir con la iniciación del procedimien-
to de derivación de responsabilidad y la puesta de manifiesto del expediente, abriendo 
plazo de alegaciones. Así la Administración muestra, por una parte, la existencia de indi-
cios racionales de que, en otro caso, el cobro se verá frustrado o gravemente dificultado 
y, por otra, la existencia de presupuestos de la responsabilidad". 
No obstante lo anterior, el artículo 72 de la LRJPAC establece la posibilidad de 
que las medidas provisionales puedan adoptarse antes de la iniciación del procedimiento 
administrativo en casos de urgencia, en los supuestos previstos expresamente por una 
norma con rango de ley. La ausencia de una norma tributaria que expresamente prevea 
la adopción de medidas cautelares antes de la iniciación del procedimiento destinado 
a declarar la responsabilidad, nos conduce a la conclusión de que las medidas cautela-
res pueden ser adoptadas con anterioridad a la notificación del acto de derivación de 
responsabilidad, pero siempre que el procedimiento haya sido iniciado por el órgano 
administrativo competente. De todos modos, en el caso de adoptarse con anterioridad 
al inicio del procedimiento, opción que no consideramos afortunada, las medidas debe-
rían ser confirmadas en el acuerdo de iniciación del mismo, y quedarían sin efecto si el 
procedimiento no fuera iniciado en el plazo establecido14• 
Asimismo, conviene destacar que la adopción de medidas cautelares sobre el res-
ponsable tributario en un momento anterior a su declaración formal, obliga a la Admi-
nistración a prestar una cierta atención a la motivación del acto administrativo que for-
maliza la adopción de la medida cautelar de que se trate. Es necesario, y así creemos que 
debería haber quedado reflejado en el artículo 41.5 de la LGT, que la Administración 
pueda acreditar motivadamente que la obligación del responsable ha nacido, esto es que 
el sujeto ha realizado el presupuesto de hecho de la responsabilidad, que concurren en el 
Tratado sobre la Ley General Tributaria, Tomo II, Ed. Aranzadi, Navarra, 2010, pp. 712 y 713. 
Como indica SANTOLAYA BLAY, Manuel, "En todo caso, la medida cautelar lo sería con posterio-
ridad al inicio del procedimiento, no antes. Ello es una simple consecuencia de que la medida sea 
un coadyuvante del buen fin de la derivaci6n y de que, por ello, se inscriba en el marco del proce-
dimiento de responsabilidad, el cual no existe en tanto no se inicia. Si la medida cautelar se adopta 
antes de la comunicaci6n de dicho inicio, penderá, pues, del vacío", El ftaude fiscal en la recaudación 
tributaria, Ed. CISS, Valencia, 2010, p. 69. 
12 LAMocAARENILLAS, Álvaro. Manual de Responsabilidad tributaria, ob. cit., pp. 74 y 75. 
13 MARTÍN JIMÉNEZ, Francisco J. El procedimiento de derivación de responsabilidad tributaria, Ed. Lex 
Nova, Valladolid, 2000, p. 132. 
14 MARTÍN JIMÉNEZ, Francisco J. El procedimiento de derivación de responsabilidad tributaria, op. cit., 
p. 133. 
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responsable los presupuestos que permiten la adopción de la medida cautelar, esto es el 
peligro de morosidad o incumplimiento, y que se respetan los límites que establece el ar-
tículo 81.3 de la LGT en orden a la adopción de cualquier medida cautelar, en particular 
la proporcionalidad de la medida cautelar adoptada y la inexistencia de perjuicios de 
imposible o difícil reparación. 
El carácter provisional de las medidas cautelares determina asimismo la tempo-
ralidad de las mismas, ya que el artículo 81.6 de la LGT establece un plazo máximo 
de duración de las medidas cautelares de seis meses desde su adopción, ampliable, por 
causas no indicadas en la Ley, seis meses más mediante acuerdo motivado, salvo que 
desaparezcan las circunstancias que motivaron la adopción de la medida o se convier-
tan en definitivas en el seno de un procedimiento de ejecución. La fijación de un lapso 
temporal de vigencia de la medida cautelar adoptada afianza su provisionalidad, y dota 
de mayor seguridad jurídica al sujeto que puede verse afectado por la misma, si bien en 
ocasiones el plazo de seis meses podría considerarse insuficiente a tenor de la duración 
de algunos procedimientos tributarios. 
El legislador ha establecido también el cumplimiento de unos límites en orden a 
la correcta adopción de una medida cautelar que asegure el cobro de la deuda tributaria, 
que de acuerdo con el artículo 81.3 de la LGT ha de ser proporcionada al daño que se 
pretende evitar y a la cuantía necesaria para garantizar el fin propuesto. Además, se pro-
híbe por esta Ley la adopción de medidas cautelares que puedan causar un perjuicio de 
difícil o imposible reparación. 
El límite de la proporcionalidad impuesto por la Ley exige no solo la elección de 
la medida más oportuna para salvar la dificultad en el cobro de la deuda -dicha elección 
debe hacerse por el órgano competente para su adopción de entre las medidas cautelares 
previstas en el párrafo 4° del artículo 81-, sino también la determinación del importe 
de la deuda que corresponde abonar al responsable tributario, con la finalidad de que la 
medida cautelar adoptada no exceda de la cuantía necesaria para asegurar su importe. El 
alcance de la responsabilidad se extiende, según el artículo 41.3 y 4 de la LGT, a la tota-
lidad de la deuda tributaria exigida en período voluntario. Sólo cuando haya finalizado 
el plazo voluntario de pago para el responsable tributario sin realizar éste el ingreso, se 
iniciará el período ejecutivo y se exigirán al responsable los correspondientes recargos e 
intereses. Sin embargo, salvo en determinados supuestos, la responsabilidad no alcanzará 
a las sanciones. 
No obstante lo anterior, en los supuestos en que la responsabilidad tributaria 
alcance a las sanciones, la adopción de medidas cautelares sobre el responsable tribu-
tario plantearía un problema adicional derivado de la posibilidad de adoptar medidas 
cautelares que aseguren el importe de una sanción tributaria. El artículo 81 de la LGT 
establece que las medidas cautelares permiten el aseguramiento de las deudas tributarias, 
entre las que no se incluyen en la actualidad las sanciones tributarias. A pesar de ello, el 
artículo 190.2 de esta Ley, en relación con la extinción de las sanciones, indica que será 
de aplicación a las mismas lo dispuesto en el Capítulo IV del Título II de la Ley. En el 
conjunto de las normas que componen el Capítulo indicado se encuentra el artículo 81 
que, dentro de las garantías de la deuda tributaria, regula las medidas cautelares a adop-
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tar por la Administración tributaria con la finalidad de asegurar el cobro de la misma. 
La cuestión es si las medidas cautelares pueden ser adoptadas para asegurar el cobro de 
las sanciones tributarias, a tenor de la remisión efectuada por el artículo 190.2 de la Ley. 
La remisión legal del artículo 190.2 de la LGT al Capítulo en el que se incluyen 
las medidas cautelares es el único argumento posible para entender aplicables dichas 
medidas a las sanciones tributarias. En este sentido, el TEAC1S, a pesar de señalar ex-
presamente que las sanciones tributarias no forman parte en ningún caso de la deuda 
tributaria, entiende que "son de aplicación a las sanciones tributarias las medidas cautelares 
reguladas en el artículo 81 de la LGT, por disponerlo así el artículo 190.2 de la misma". 
Sin embargo, consideramos que la remisión realizada por el artículo 190.2 de la LGT al 
Capítulo en el que se integra el artículo 81 relativo a las medidas cautelares, no puede 
constituir argumento suficiente para la aplicación de las medidas cautelares a las sancio-
nes tributarias, cuando además la propia Ley indica en su artículo 210.2 que en el curso 
del procedimiento sancionador se podrán adoptar las medidas cautelares establecidas en 
el artículo 146 de la Ley, y no hace referencia alguna al artículo 81. 
En este sentido, la presunción de inocencia constituye una pieza clave en el desa-
rrollo del procedimiento sancionador, y la adopción de medidas cautelares que aseguren 
el cobro de las sanciones tributarias estaría poniendo en duda el citado principio, pro-
vocando consecuencias perjudiciales para el administrado, que se encontraría obligado 
a soportarlas cuando aún no ha concluido el procedimiento sancionador y no se ha 
demostrado su culpabilidad16. Además, si bien los actos administrativos gozan de una 
presunción de legalidad, la sanción tributaria no es ejecutiva mientras no sea firme en 
vía administrativa, no gozando de dicha presunción hasta ese momento. Es por ello que 
podemos afirmar que faltaría uno de los requisitos necesarios para que la Administración 
tributaria pueda adoptar medidas cautelares en el caso de las sanciones; nos referimos a 
la apariencia de buen derecho, que constituye un presupuesto necesario para la adopción 
de cualquier medida cautelar17. 
En nuestra opinión, la adopción de las medidas cautelares sobre el responsable 
tributario no debería extenderse a las sanciones, puesto que la interposición por parte 
del responsable tributario del correspondiente recurso implicaría dificultades en la prác-
tica para hacer efectiva la medida cautelar ante la suspensión automática de la ejecución 
de las sanciones que la presentación del recurso supone. La adopción de una medida 
cautelar sobre las sanciones tributarias impuestas supondría en ese caso, el anticipo de 
la acción recaudatoria a modo de aseguramiento a un momento procedimental no opor-
tuno18. 
15 RTEAC de 10 de septiembre de 2008. 
16 LuQUE ~TEo, Miguel Ángel. Las medidas cautelares tributarias, Ed. Atelier, Barcelona, p. 153 y 
MERINO }ARA, Isaac. "Medidas cautelares", Boletín de Crónica Tributaria, núm. 1, 2013, pp. 49 y 
50. 
17 LuQUE MATEO, Miguel Ángel. Las medidas cautelares tributarias, op. cit., p. 152. 
18 LAMocAARENILLAS, Álvaro. Manual tÚ Responsabilidad tributaria, op. cit., pp. 73 y 74. 
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De este modo, la adopción de medidas cautelares sobre el responsable tributario 
en cuantía suficiente para garantizar la proporcionalidad exigida por la Ley nos remite 
al tema del momento temporal oportuno para su adopción, de acuerdo con los distintos 
procedimientos para declarar y exigir la responsabilidad tributaria. El alcance y exten-
sión de la responsabilidad se determina en el acto administrativo de derivación de res-
ponsabilidad que ha de ser notificado al responsable, pero como indica el artículo 41.5 
de la LGT, la Administración podrá adoptar las medidas cautelares con anterioridad a 
dicha declaración. 
Como hemos puesto de manifiesto a lo largo de estas páginas, las medidas cau-
telares que aseguren el cobro de la deuda que corresponde a los responsables tributarios 
se pueden adoptar con anterioridad a la declaración de responsabilidad, pero una vez 
iniciado el procedimiento destinado a obtener esa declaración. La responsabilidad será 
declarada con carácter general en cualquier momento posterior a la liquidación o pre-
sentación de la autoliquidación, siendo posible, de acuerdo con el artículo 17 4.2 de 
la LGT, que el procedimiento para declarar la responsabilidad se produzca en fase de 
liquidación, desplazando al órgano normalmente competente para su tramitación. Eso 
ocurrirá con carácter general cuando se prevea dificultad en el cobro del deudor prin-
cipal y un riesgo recaudatorio en la figura del responsable tributario, indicios que serán 
suficientes a su vez para adoptar las correspondientes medidas cautelares. Cuando las 
medidas cautelares sobre el responsable tributario se adoptan como consecuencia del 
inicio de un procedimiento de declaración de responsabilidad en fase de liquidación, 
resulta más difícil adecuar su cuantía a criterios de proporcionalidad, ya que la cuantía 
de la deuda tributaria del deudor principal no estará definitivamente determinada por 
el órgano liquidador, debiendo ajustarse la medida a la propuesta de liquidación que en 
esos momentos exista19• 
Ahora bien, la posibilidad de adoptar medidas cautelares con anterioridad a la 
liquidación administrativa está prevista también en el artículo 81 de la LGT para los 
deudores principales, y justificada por las razones de urgencia que acompañan a la toma 
de decisión sobre su adopción. En estos casos, creemos que la Administración debe tener 
un especial cuidado en la motivación del acto de adopción de las medidas cautelares con 
la finalidad de no exceder de los criterios de proporcionalidad exigidos por la Ley. 
Por otro lado, creemos que el artículo 81 de la LGT debería haber recogido entre 
los límites, como así dispone el artículo 72 de la LRJPAC, el respeto a los derechos y ga-
rantías de los contribuyentes en los procedimientos tributarios20, ya que en ocasiones la 
adopción de medidas cautelares de aseguramiento de la deuda tributaria puede suponer 
una infracción del derecho de propiedad garantizado a nivel nacional e internacionaF1• 
19 LAMoCA.ARENILLAs, Alvaro. Manual de Responsabilidad tributaria, op. cit., p. 78. 
20 FALCÓN Y TELLA, Ram6n. "Las medidas cautelares: auto tutela administrativa versus intervenci6n 
judicial", Editorial de Quincena Fiscal, núm. 3, 1995, p. 8. 
21 En este sentido, destacamos la STEDH de 2 de noviembre de 2010, en el caso Lduchid Hite! és 
Fattor contra Hungrfa, en relaci6n con una interpretaci6n incorrecta de las normas sobre responsa-
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Como ha indicado FALCÓN Y TELLA22, "la eficacia no puede justificar abusos de la auto 
tutela por la Administración ni merma alguna de las garantías del ciudadano". 
Por último, en relación con las medidas cautelares que pueden adoptarse, la LGT 
impone una reserva de ley en esta materia, al afirmar que podrán consistir en alguna de 
las establecidas expresamente en su artículo 81 con la finalidad de asegurar el importe 
de la deuda, o en "cualquier otra legalmente prevista". La Ley incorpora por tanto una 
relación de las medidas cautelares sin establecer la preferencia de una medida sobre otra, 
si bien el interés público protegido por la norma, obligará a la Administración a esco-
ger aquella medida que mejor y más fácilmente permita satisfacer el crédito tributario, 
mientras que los límites impuestos legalmente para la adopción de una medida cautelar 
exigirán la elección de la más proporcional y la que mejor garantice los derechos de los 
afectados23 • 
Del conjunto de medidas cautelares señaladas por el artículo 81.4 de la LGT, que 
pueden ser aplicadas al responsable tributario en su calidad de deudor, nos referimos a 
continuación a la medida cautelar consistente en la prohibición de enajenar, gravar o 
disponer de bienes o derechos, con el único objetivo de mostrar la relación que existe en 
la actualidad entre el nuevo apartado 170.6 de la LGT, introducido por la Ley 7/2012, 
de 29 de octubre, para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha 
contra el fraude, y la responsabilidad subsidiaria que describe el artículo 43 de esta Ley 
en sus apartados g) y h). 
Además de las modificaciones realizadas en el artículo 81 de la LGT por la Ley 
7/2012, esta Ley introduce en el nuevo apartado 6 del artículo 170 de la LGT la pro-
hibición de disposición de los bienes inmuebles de sociedades cuyas acciones o parti-
cipaciones hubiesen sido objeto de embargo, y se ejerciese por el titular de las mismas, 
deudor de la Hacienda pública, el control efectivo de la sociedad, con la finalidad, como 
indica su Exposición de motivos, de evitar la despatrimonialización de la sociedad y 
combatir conductas fraudulentas en sede recaudatoria24• 
En un primer momento, la Ley de medidas contra el fraude de 2006 hace frente 
a estas situaciones fraudulentas introduciendo dos nuevos supuestos de responsabilidad 
subsidiaria inspirados en la doctrina del levantamiento del velo25 • Nos referimos a los 
supuestos contemplados en los apartados g) y h) del artículo 43 de la LGT que conside-
ran responsables subsidiarios a aquellas personas o entidades creadas de forma abusiva o 
bilidad tributaria, y la STEDH de 1 de febrero de 2011, en el caso Metalco Bt contra Hungrfa, por 
el ejercicio incorrecto de un embargo preventivo de bienes por las autoridades públicas. 
22 FALCÓN Y TELLA, Ram6n. "Las medidas cautelares: autotutela administrativa ... ", o p. cit., p. 7. 
23 CoRCUERA ToRREs, Amable. Las medidas cautelares que aseguran el cobro ... , op. cit., pp. 142 y 143. 
24 Sobre esta medida cautelar, véase PÉREZ BERNABEU, Begoña, "La prohibici6n de disponer sobre los 
bienes inmuebles de una sociedad prevista en el nuevo apartado 6 del artículo 170 LGT", Crónica 
Tributaria, núm. 147, 2013. 
25 GARCÍA NovoA, Cesar. "El proyecto de Ley de Prevenci6n del Fraude (II)", Quincena Fiscal, núme-
ro 1 O, 2006, p. 20. 
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fraudulenta para eludir la responsabilidad del obligado tributario. Así, en el caso de que 
el obligado tributario sea declarado insolvente, responde la persona o entidad creada a 
tal fin, a través de la garantía personal que supone el mecanismo de la responsabilidad 
tributaria que, por otro lado, presupone la existencia de dos sujetos diferenciados: el 
deudor principal y el responsable26• 
Ahora bien, al margen de la garantía personal que supone el instituto de la res-
ponsabilidad tributaria, el nuevo artículo 170.6 de la LGT da un paso más para asegurar 
el crédito tributario ya que, inspirado en la doctrina del levantamiento del velo, prohíbe 
que dicha entidad, que puede convertirse en responsable subsidiario de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 43 de la LGT, realice determinadas actuaciones que puedan per-
judicar la recaudación. Como ya hemos indicado, el artículo 41.5 de la LGT permite a 
la Administración tributaria adoptar medidas cautelares contra los responsables, incluso 
antes de la declaración de responsabilidad, por lo que podría entenderse que la medida 
cautelar introducida en el artículo 170.6 de la Ley era innecesaria, puesto que ya podía 
igualmente adoptarse de acuerdo con lo previsto en materia de responsabilidad por la 
Ley del prevención del fraude del 2006. Sin embargo para derivar la responsabilidad 
contra la entidad como responsable subsidiario del deudor es condición necesaria la 
declaración de fallido del deudor principal y de los responsables solidarios si los hay, 
mientras que el supuesto descrito en el artículo 170.6 exige el embargo ejecutivo de las 
acciones o participaciones del deudor, que en consecuencia no es insolvente, impidiendo 
la aplicación de la responsabilidad descrita en el artículo 43 de la LGT. La medida cau-
telar que analizamos por lo tanto supone un reforzamiento de la potestad de autotutela 
administrativa en fase de recaudación que ha sido calificada ya por algunos autores como 
una medida extralimitada27• 
26 LóPEZ LóPEZ, Hugo. La responsabilidad tributaria por levantamiento del velo, Universidad Carlos III 
de Madrid. Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2009, p. 63. 
27 SÁNCHEZ PEDROCHE, J. Andrés. "Modificaciones operadas en la LGT por la Ley 7/2012, de pre-
venci6n y lucha contra el fraude", Revista de Contabilidad y Tributación, CEF, número 359, 3013, 
p. 180; MARTÍNEZ LAGo, Miguel Ángel. "Prohibici6n de disponer biene$ inmuebles en sociedades 
afectadas por el embargo de acciones o participaciones", Cuadernos de política fiscal, octubre 2012 
(consultado online); y DE LA PEÑA VELAsco, Gaspar. En su participaci6n en la 2• mesa redonda 
sobre "Medidas tendentes al aseguramiento de la deuda tributaria'', celebrada en el II Encuentro de 
Derecho Financiero y Tributario, IEF, Madrid, 10 y 11 de enero de 2013. 
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